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RESUMEN 

 

Debido a los graves procesos de deforestación a nivel global y la pérdida de los Servicios 

Ecosistémicos (SE) asociados, se han creado numerosos instrumentos de política pública para 

la conservación forestal, entre los que destaca el esquema de Pago por Servicios Ambientales 

(PSA), creado desde una lógica de mercado e internalización de externalidades. En México 

este Programa dio inicio en 2003 (en modalidad de PSA hidrológicos -PSAH-), 

implementado por la Comisión Nacional Forestal (CONAFOR). A lo largo del tiempo, el 

esquema federal agregó nuevos mecanismos, incluyendo el de Fondos Concurrentes (-FC- 

que permite la confluencia de fondos públicos y privados a diversas escalas), entre otras 

iniciativas. En aras del aporte a la discusión sobre el futuro del programa de PSAH en México 

y su transición hacia los FC, en esta investigación se desarrolla un análisis de percepción 

social de los actores involucrados en el proceso de su implementación (proveedores y 

usuarios de Servicios Ecosistémicos y actores intermediarios); enfocado a los efectos 

sociales, económicos y ambientales generados por el cambio de modalidad de PSAH a FC, 

en el caso de estudio de una comunidad forestal en el estado de Oaxaca. Del análisis realizado 

mediante entrevistas semiestructuradas desarrolladas en dos periodos de tiempo y el apoyo 

en trabajo de campo (2016 y 2017), se identificó que existe un contraste entre las opiniones 

de los actores sobre los programas de PSAH y FC. Particularmente, los usuarios de SE 

(CONAFOR) se inclinan hacia los FC, argumentando que este esquema promueve la 

generación de proyectos e impulsa iniciativas locales que detonan el desarrollo y la 

autosuficiencia en la comunidad. En contraste, los intermediarios destacan que los FC 

representa mayor costo y esfuerzo para la comunidad, y que el mecanismo se rige por un 

proceso más complejo, además de no poseer ejes estratégicos bien definidos, lo que conlleva 

a un bajo índice de involucramiento por parte de los usuarios directos de SE, sobre todo el 

sector privado. Por su parte, los proveedores de SE, exclaman que los FC es un programa 

más exigente, y demanda más actividades, por lo que prefieren al programa nacional de 

PSAH ante los FC. Lo que, en conjunto, pone en duda el futuro de la transición del programa 

federal de PSAH a los FC, como Mecanismos Locales.  

Palabras clave: Servicios ecosistémicos, conservación forestal, pago por servicios 

ambientales hidrológicos, fondos concurrentes.  
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1. INTRODUCCIÓN 

 
Los ecosistemas proveen a la humanidad una gran variedad de bienes y Servicios 

Ecosistémicos (SE) indispensables para la satisfacción de todas sus necesidades productivas 

(Costanza et al., 1997; Leff, 2004; Núñez et al., 2006; Matzdorf et al., 2013), y son 

fundamentales para el funcionamiento de los procesos que dan soporte a la vida en el planeta 

(Costanza et al., 1997; Fisher et al., 2009). En especial, los ecosistemas forestales poseen una 

gran relevancia por proveer SE imprescindibles, tales como la conservación de la 

biodiversidad, captura de carbono, servicios hídricos, entre otros (MEA, 2005).  

En los últimos años, el concepto de SE ha originado un importante interés, tanto en 

el ámbito de la investigación, como en las políticas públicas (Gómez-Baggethun, 2010), de 

manera que está atrayendo cada vez más atención como una forma de comunicar la 

dependencia de las sociedades (sub-sistemas sociales) de los sub-sistemas ecológicos que 

dan soporte a la vida (Daily, 1997; De Groot et al., 2002; Díaz et al., 2006).  

Desde la década de los años 70 (Huppert y Ludwig, 1978) se ha hablado del término 

denominado hoy en día como SE, sobre el cual Westman (1977), se refería como “servicios 

de la naturaleza”, haciendo alusión al valor social de los beneficios que proporcionan los 

ecosistemas. El término de SE como lo conocemos actualmente, fue utilizado por primera 

vez por Ehrlich y Ehrlich (1981). Posteriormente, otros autores (Daily, 1997; Costanza et al., 

1997; Boyd y Banzhaf, 2007; Fisher et al., 2009; Quijas et al., 2010) han contribuido en la 

definición conceptual de los SE desde su perspectiva. 

Por su parte, la Evaluación de Ecosistemas del Milenio (MEA, 2005) dio un fuerte 

impulso al uso del término de SE, definiéndolos como los beneficios que las personas 

obtienen de los ecosistemas, y clasificándolos en cuatro grupos en relación con las funciones 

ecológicas: servicios de suministro/abastecimiento (alimentos, agua, combustibles, fibras, 

etc.), de regulación (climática, hídrica, de inundaciones, sequías, sedimentación y de 

enfermedades), de base (formación del suelo) y culturales (recreacionales, espirituales, 

religiosos, otros beneficios intangibles).  

A pesar de este reconocimiento, los ecosistemas y sus bienes y servicios se han visto 

amenazados por múltiples factores antropogénicos, entre los que destacan la deforestación y 

su consecuente cambio de uso de suelo, que se considera una problemática trascendental 
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debido a la degradación ambiental y el deterioro que ocasiona (Esquivel, 2012). En este 

contexto, se han creado diversos instrumentos para la conservación ambiental que convierten 

los valores de la naturaleza en incentivos reales para la provisión de los SE (Engel et al., 

2008). Por ejemplo, el Pago por Servicios Ambientales (PSA), cuyos esquemas están basados 

en compensaciones económicas por conservación forestal por parte del Estado, la iniciativa 

privada u organizaciones de la sociedad civil, conectando a los proveedores de SE 

(vendedores), con los usuarios directos o indirectos de estos SE (compradores) a través de 

arreglos contractuales y la lógica del mercado (Wunder, 2005; Matzdorf et al., 2013).  

De acuerdo con algunos autores (Gutman, 2003; Wunder, 2005; Matzdorf et al., 

2013), es posible clasificar los esquemas de PSA con base en las fuentes de financiamiento, 

en: i) públicos, a través de fondos estatales o federales (Bennett, 2008; Pagiola, 2008; 

Claassen et al., 2008; Muñoz-Piña et al., 2008), ii) privados, los fondos con o sin fines de 

lucro (Asquith et al., 2008; Wunder y Albán, 2008) y iii) mixtos, los cuales pueden venir de 

los gobiernos estatales y municipales, organizaciones gubernamentales o no 

gubernamentales, del sector privado, de las organizaciones de la sociedad civil y en general 

de cualquier persona moral (Nava-López, 2015; CONAFOR, 2017).  

Por otro lado, referente a las formas de compensación, Wunder (2007) menciona que 

pueden ser de tipo económico (pago en efectivo), en especie (semillas, material, etc.), 

asistencia técnica (capacitación), o bien, una combinación de éstos; y, además, pueden 

traducirse en provisión de servicios (centros médicos, escuelas, equipamientos, 

infraestructura, etc.) (Herbert et al., 2010). 

El esquema de PSA ha tenido una aceptación importante a nivel internacional y ha 

sido desarrollado en varios países a través de múltiples modalidades (Balvanera et al., 2012; 

Perevochtchikova y Oggioni, 2014). Hasta el momento, se ha concentrado en cuatro tipos de 

SE forestales: almacenamiento de carbono, servicios hidrológicos, conservación de la 

biodiversidad y disfrute del paisaje (Sunderlin et al., 2005; Calder, 2007; Vihervaara et al., 

2012). Estos SE han sido priorizados y apoyados por el gobierno mexicano a través de la 

Comisión Nacional Forestal (CONAFOR), para operar la estrategia de PSA principalmente 

en tierras de propiedad colectiva (comunidades y ejidos), mediante los esquemas siguientes:  

I) Desde 2003 el Programa Nacional de PSA en su modalidad de Servicios 

Hidrológicos (PSAH) y desde 2004 en la modalidad de Conservación de la Biodiversidad, 
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II) el Fondo Patrimonial de Biodiversidad (2005) (González, 2012); III) el esquema de 

Reducción de Emisiones ocasionadas por Deforestación y Degradación de los Bosques 

(REDD+) establecido en el año 2007 (Guevara y Lara, 2012); y IV) la creación de 

mecanismos locales de PSA a través de Fondos Concurrentes (FC) desde 2008 (CONAFOR, 

2011; Saldaña, 2013; Perevochtchikova, 2016). 

En el entendido de que hay diferentes tipos de financiamientos y modalidades de PSA, 

se genera un abanico de diversas circunstancias que caracterizan el contexto de aplicación de 

cada programa y reflejan resultados particulares de su implementación, por lo que es 

necesario evaluar sus efectos, así como su evolución en las comunidades mexicanas. En este 

sentido, esta investigación tiene por objetivo analizar el proceso de cambio de modalidad del 

programa mexicano de PSAH a FC, a través de un caso de estudio en una comunidad1 forestal 

del estado de Oaxaca, México.  

Lo anterior, para determinar los efectos que ha generado dicho proceso (sus beneficios 

y problemáticas), con base en la percepción social de los actores clave involucrados; bajo la 

hipótesis de que el cambio del programa federal de PSAH al de FC, se ha realizado con la 

intención de transitar a un esquema de coinversión de recursos económicos que 

potencialmente eleva la posibilidad de que la comunidad sea apoyada por la CONAFOR (por 

menor competencia a escala nacional y estatal), que potencia actividades de conservación 

forestal y aporta al bienestar comunitario (por mayor monto percibido); lo que, por su parte, 

impactaría positivamente la calidad de vida de los habitantes de la comunidad de San Antonio 

del Barrio. 

El caso de estudio se usa para abordar una situación o problema particular poco 

conocido y considerado relevante en sí mismo (Neiman y Quaranta, 2006). Este método 

resulta particularmente atractivo cuando se intentan comprender los procesos complejos y se 

trata de la única opción de investigación de campo cuando no se dispone con facilidad de 

datos cruzados (Poteete et al., 2012). En este trabajo, el caso de estudio además de 

encontrarse en uno de los estados de México caracterizado por su gran labor de conservación 

forestal; por la lucha, protección y cuidado de su patrimonio natural (Anta, 2007); por poseer 

                                                             
1 El término genérico de comunidades es utilizado para designar a grupos sociales que poseen tierras 
colectivamente, bajo uno u otro de los dos sistemas de propiedad colectiva existentes en México, es decir, ejidos 
y comunidades agrarias (Bray y Merino, 2004). 
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una importante diversidad florística, faunística y cultural (Bray et al., 2008); por sus 

numerosos pueblos indígenas (Boege, 2008); y su organización interna y sobresaliente 

gestión colectiva de los recursos naturales (Martin et al., 2011), es seleccionado por su 

distinguido involucramiento en el PSA, y por haber presentado un particular proceso de 

transición entre dos modalidades del programa de PSA, el cual llamó la atención por sus 

diversas posturas, obtenidas en una investigación previa dentro del proyecto 246947 de 

Problemas Nacionales, del Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología (CONACYT), por lo 

que se consideró significativo, analizar si el cambio de modalidad conllevó beneficios para 

la comunidad y sus ecosistemas, o por el contrario, representó adversidades para el bienestar 

comunitario. 
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2. SERVICIOS ECOSISTÉMICOS FORESTALES 
 

Los SE forestales juegan un papel sumamente importante en el equilibrio socio-ecológico, 

por ejemplo, la regulación del clima y el mantenimiento de los ciclos para el correcto 

funcionamiento del planeta (Charchalac, 2012). Igualmente contribuyen al mantenimiento de 

la biodiversidad, captura de carbono, biocombustibles, producción de madera (Calder, 2007; 

Vihervaara et al., 2012; Paruelo, 2012), abastecimiento de agua, control de la erosión, usos 

de recreación, recursos genéticos, ciclo de nutrientes, formación del suelo (Costanza et al., 

1997), entre otros. Al respecto, Sunderlin et al. (2005) señalan que estos SE impactan 

benéficamente a las comunidades locales en estado de pobreza, pues pueden contribuir a su 

desarrollo socioeconómico, particularmente aquéllas que dependen especialmente de los 

recursos forestales que poseen sus territorios (FAO, 2016). 

Debido a esta gran relevancia, los SE forestales, han generado un gran interés desde 

la academia para su estudio (Balvanera et al., 2012; Perevochtchikova y Oggioni, 2014). Por 

ejemplo, Costanza et al. (1997), realizaron la valoración de 17 SE forestales a escala global; 

Xie et al. (2010), Wu et al. (2010) y Zhou et al. (2000) lo hicieron para los bosques de Beijing, 

mientras que Li et al. (2003) para los bosques lluviosos de la provincia de Hainan, ambos en 

China; en Irán Panahi (2005) y Mashayekhi et al. (2010); Gutierrez y Pearce (1992) en la 

Amazonia Brasileña; Mattsson y Li (1993) para los bosques del norte de Suecia, entre otros. 

En México, los primeros estudios sobre los SE forestales fueron realizados por Adger et al. 

(1995), quienes usaron los costos de sedimentación para evaluar los servicios hidrológicos. 

Otros estudios (Guarín et al., 2015) han evaluado la perspectiva de los SE como una 

herramienta útil para la formulación de políticas a nivel nacional.  

Como se mencionó anteriormente, a pesar de su importancia, los ecosistemas 

forestales y sus SE han sido afectados a escala global por factores antropogénicos (González, 

2012). Particularmente por la deforestación, que puede verse como una de las principales 

causas de su deterioro y cuyos índices son alarmantes, además de que van en aumento. De 

acuerdo con la FAO (2016), se estima que la superficie forestal mundial ha disminuido unos 

1,800 millones de hectáreas (ha) en los últimos 5,000 años. 

Tan sólo en 1990, a nivel mundial, se tenían 4,128 millones de ha de bosque; en 2015 

esa área había disminuido a 3,999 millones de ha, es decir, se registró una pérdida de 129 

millones de ha de bosque, que representa una tasa anual de 0.13% y una pérdida del 3.12% 
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de la cobertura forestal en apenas 15 años (MacDicken et al., 2016). En México en las últimas 

décadas, las estimaciones de la pérdida forestal van desde 155,000 ha hasta 776,000 ha al año 

(SEMARNAT, 2013), siendo la principal causa de deforestación el cambio de uso de suelo 

para uso agrícola, pecuario y urbano (Lang et al., 2007; FAO, 2016).  

Esta problemática afecta principalmente a las comunidades más vulnerables de 

México, ya que alrededor del 80% de los bosques, aproximadamente 55.3 millones de ha, 

están distribuidos entre 8,500 comunidades rurales y ejidos (tierras de propiedad colectiva), 

donde habitan aproximadamente 12 millones de personas (White y Martin, 2002; Anta, 2007; 

CONAFOR, 2011; Barkin y Fuente, 2013; Zamora et al., 2016), de las cuales cerca de 5 

millones son población indígena (CONAFOR, 2011). Por esta razón, los pueblos indígenas 

y las comunidades rurales juegan un papel muy importante en el proceso de la preservación 

de los SE y el manejo del bosque (Boege, 2008). 
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3. EL PAGO POR SERVICIOS AMBIENTALES COMO INSTRUMENTO DE 

CONSERVACIÓN FORESTAL 
 

El PSA debe su origen a la importancia de los SE y a los efectos adversos que éstos enfrentan, 

pero también se relaciona con el bajo impacto y la falta de cambios significativos en el uso 

del suelo que han tenido otros instrumentos2 anteriores al PSA, para la protección y 

conservación de los ecosistemas y sus servicios (Sayer, 1995; Brandon et al., 1998; 

Rodríguez y Ávila, 2013). En consecuencia, el PSA surge de la necesidad de contar con 

nuevos paradigmas para una promoción más directa de la conservación (Ferraro y Kiss, 2002; 

Hardner y Rice, 2002; Niesten y Rice, 2004; Scherr et al., 2004), mismo que hoy en día en 

México, es considerado como uno de los instrumentos3 de mercado y de política pública de 

gran relevancia para la conservación forestal (González, 2012). 

Wunder (2005) define al PSA como la transacción voluntaria en la que un comprador 

(usuario) obtiene un servicio ecosistémico -bien definido- de un proveedor de SE, si, y solo 

si el proveedor asegura la provisión de dicho servicio (condicionalidad) (Muradian et al., 

2010). Existe una gran multiplicidad de esquemas de PSA que coexisten en el mundo (300 

hace aproximadamente 15 años), los cuales poseen condiciones muy específicas y varían de 

acuerdo con las formas en que cada sitio ha desarrollado los acuerdos institucionales y los 

tipos de organizaciones involucradas (Mayrand y Paquin, 2004; Popovici, 2017; Osborne y 

Shapiro-Garza, 2017). 

Varios son los casos que se han convertido en referencia de aplicación de esquemas 

de PSA (CONAFOR, 2011), por ejemplo Costa Rica, país que a nivel internacional fue el 

primero que desarrolló experiencia sobre este instrumento en 1997 (Esquivel, 2012). 

Posteriormente, fueron varios los países que lo adoptaron en diversos contextos y bajo ciertas 

características en las que se enmarcan los esquemas de PSA, destacando principalmente 

Ecuador (Wunder y Albán, 2008), Bolivia (Asquith et al., 2008), China (Bennett, 2008) 

Estados Unidos (Claassen et al., 2008; Baylis et al., 2008), Reino Unido (Dobbs y Pretty, 

2008), entre otros. México, siguiendo el ejemplo de Costa Rica (Alix-Garcia et al., 2014; 

                                                             
2 Por ejemplo, Proyectos Integrados de Conservación y Desarrollo (PICD), Manejo Forestal Sostenible, 
Impuestos y Subsidios Ambientales, Medidas de Mando y Control, entre otros (Wunder, 2005; Engel et al., 
2008). 
3 Otros instrumentos de gran importancia en México son: las áreas naturales protegidas federales (ANP) y los 
humedales de la Convención Ramsar. En conjunto, estos tres instrumentos protegían, hasta 2015, alrededor de 
29.4 millones de ha, lo que equivale aproximadamente al 15% de la superficie nacional (SEMARNAT, 2016).  
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Perevochtchikova, 2016), se ha convertido en el país líder en el desarrollo de PSA en 

Latinoamérica, contando con una diversificación importante de estos esquemas y 15 años de 

experiencia en la implementación de estas políticas (Shapiro-Garza et al., 2018). 

El Gobierno Federal a través de la Comisión Nacional Forestal (CONAFOR), creada 

en 2001, ha encabezado los esfuerzos por preservar los SE forestales a través de diversos 

programas que se han modificado y actualizado constantemente con el fin de mejorar su 

operación e incrementar el impacto (CONAFOR, 2011). La primera iniciativa de PSA en 

México, fue el Programa para el Pago por Servicios Ambientales Hidrológicos (PSAH) en el 

año 2003 (Gonzáles, 2012), el cual fue diseñado para proveer incentivos económicos a los 

dueños de terrenos forestales (ejidos, comunidades y pequeños propietarios) (Biller y 

Sermann, 2002; Fuentes, 2010) y terrenos ubicados en las partes altas de las cuencas 

hidrográficas para apoyar las prácticas de conservación, evitar el cambio de uso de suelo en 

los bosques y para el mantenimiento de la provisión de los servicios hidrológicos (Sosa-

Cedillo et al., 2009; Perevochtchikova, 2016; Fregoso, 2006; Cordero, 2008). 

Posteriormente en el año 2004, se crea el Programa para Desarrollar el Mercado de 

Servicios Ambientales por Captura de Carbono y los Derivados de la Biodiversidad y para 

Fomentar el Establecimiento y Mejoramiento de Sistemas Agroforestales (PSA-CABSA). 

Sin embargo, a partir del 2006, los dos programas se unieron bajo un solo concepto de apoyo 

denominado Servicios Ambientales, administrado bajo el programa ProÁrbol4 de la 

CONAFOR, el cual, a partir del año 2013, opera como Programa Nacional Forestal 

(PRONAFOR), y para el 2018 se le asignó el nombre de Programa Apoyos para el Desarrollo 

Forestal Sustentable. Esta unión estuvo basada en la intención de promover un enfoque 

integral y transversal de diferentes conceptos de apoyo (CONAFOR, 2011; Del Ángel-

Mobarak y Negrete, 2012). Más tarde en el 2008, la CONAFOR inició la formulación de los 

primeros lineamientos para promover los mecanismos locales de PSA a través del esquema 

de financiamiento llamado Fondos Concurrentes (FC) (CONAFOR, 2011). 

El PSAH tuvo un fuerte crecimiento y una gran aceptación en varias comunidades a 

nivel nacional, lo que se refleja en el aumento de su demanda a lo largo del tiempo en el 

                                                             
4 El 20 de febrero de 2007 el presidente Felipe Calderón anunció la puesta en marcha de ProÁrbol y ese mismo 
día se expidieron en el Diario Oficial de la Federación (DOF) sus reglas de operación. El programa fue 
concebido como el eje más importante para la política forestal (Del Ángel-Mobarak y Negrete, 2012). 
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territorio mexicano, a través de convocatorias anuales emitidas por la CONAFOR. El tipo de 

financiamiento es público y la compensación mediante transferencias bancarias. El apoyo 

consta de pagos anuales consecutivos por un periodo de 5 años, sujetos a verificaciones 

anuales (cumplimiento de las actividades demandadas por el programa) y a disponibilidad 

presupuestal (CONAFOR, 2017).  

Los predios en los que se identifique pérdida de cobertura o cambio en el uso de suelo 

son cancelados, o bien los pagos disminuyen proporcionalmente a la superficie. 

Adicionalmente a la asignación económica del PSAH por la conservación forestal, el 

programa otorga a cada beneficiario un monto para que contrate a un asesor técnico 

(asistencia técnica), encargado de brindar un adecuado acompañamiento y asesoría para que 

el beneficiario cumpla con los compromisos establecidos en el programa (Perevochtchikova, 

2014). 

Sin embargo, el PSAH ampliamente adoptado, ha llegado a un punto en el que ha 

excedido el financiamiento disponible del programa (Muñoz-Piña et al., 2008; Wunder et al., 

2008). Por otro lado, los criterios de elegibilidad de las áreas de apoyo han cambiado 

anualmente, lo que se ha reflejado en las reglas de operación e indicadores específicos 

utilizados como componentes de un sistema de clasificación para la aplicación del PSAH 

(Muñoz-Piña et al., 2008). Debido al aumento de la demanda y a la disminución de las 

posibilidades de continuar apoyando a todos los interesados en este programa, que contempla 

un financiamiento del 100%, se promovió la creación de mecanismos locales de PSA a través 

de FC desde el 2008 (CONAFOR, 2011).  

Mediante este instrumento se convoca a los usuarios potenciales de SE: gobiernos 

estatales y municipales, organizaciones gubernamentales o no gubernamentales, sector 

privado, organizaciones de la sociedad civil, entre otros (Nava-López, 2015; CONAFOR, 

2017), a que tomen el papel de contraparte y realicen aportaciones financieras destinadas a 

las actividades de buen manejo para la conservación y restauración de los ecosistemas 

forestales, a través de la combinación de los fondos, en proporción de hasta un 50% entre la 

CONAFOR y el otro usuario de SE, denominado como contraparte (CONAFOR, 2011, 2017; 

Saldaña, 2013). 

Este esquema se caracteriza por promover la concurrencia de recursos como una 

inversión a partes iguales (peso por peso), y a diferencia del PSAH, permite tener convenios 
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por un periodo de hasta 15 años (De la Mora, 2011) y seleccionar las áreas de acuerdo con 

los SE de interés de los aportantes (usuarios locales de SE) (Calvache et al., 2012). Se ha 

pronunciado incluso que el futuro de los instrumentos de PSA está en los FC, debido a que 

éstos propician el interés directo de los actores involucrados en el uso y aprovechamiento de 

los SE (Perevochtchikova, 2014). En la tabla 1, se presenta un resumen de las diferencias 

más importantes entre ambas modalidades del PSA.  

 
Tabla 1. Principales diferencias entre los programas de PSAH y FC.  

PSAH FC 

La CONAFOR apoya con un monto máximo de 
1,100 $/hectárea/año 

La CONAFOR apoya con un monto máximo de 600 
$/hectárea/año 

Programa financiado en un 100% por la 
CONAFOR 

Programa financiado por la CONAFOR (50%) y un 
usuario potencial de SE (50%), denominado contraparte 

Convenios por 5 años Convenios de 1 a 15 años 

Sólo existe supervisión de la CONAFOR del 
cumplimiento de las actividades que realizan los 
proveedores 

Existe un convenio de colaboración, en el que la 
CONAFOR supervisa el cumplimiento de las 
actividades propuestas en el “Programa de Mejores 
Prácticas de Manejo” por parte de los proveedores y que 
la parte interesada cumpla con los compromisos 
establecidos respecto al Convenio de Colaboración. 

Las actividades por realizar se establecen en una 
“Guía de Mejores Prácticas de Manejo” 

Las actividades por realizar se establecen en un 
“Programa de Mejores Prácticas de Manejo” 

La asistencia técnica es financiada por la 
CONAFOR 

La asistencia técnica puede ser financiada por la 
contraparte, y entonces las obligaciones cambian; si es 
el caso, los asesores deberán impartir al menos un taller 
por año para el fortalecimiento de las capacidades de las 
personas proveedoras del servicio ambiental 

La asistencia técnica siempre se incluye dentro 
del financiamiento total de la CONAFOR 

La CONAFOR y las partes interesadas, podrán convenir 
no asignar recurso para el pago de asistencia técnica, en 
cuyo caso, será responsabilidad de la parte interesada, 
brindarla directamente y por sus propios medios, por lo 
cual no se entregará contrato de asistencia técnica. 

Fuente: elaboración propia con datos de la CONAFOR (2018). 

Es importante mencionar, que estos programas se caracterizan por estar respaldados 

por un convenio de concertación, es decir, existe un aspecto contractual, fundamentado en 

los derechos y obligaciones entre la CONAFOR y la persona beneficiaria, con el objeto de 

formalizar los apoyos económicos que otorga la CONAFOR y las actividades a ejecutar, las 

cuales se consideran prioritarias para el desarrollo del país y son declaradas de utilidad 
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pública y de interés social para la Nación (CONAFOR, 2018). Estas obligaciones deben ser 

cumplidas en su totalidad por los usuarios beneficiarios de los programas de PSA, para que 

puedan recibir los apoyos económicos correspondientes. La diferencia entre el PSAH y los 

FC radica en los derechos y obligaciones que se agregan y que deberán cumplir las partes 

interesadas en los FC, es decir, aquellos usuarios que desempeñarán el papel de contraparte.  

Como síntesis de la información acerca de los dos esquemas de financiamiento por 

SE, se pueden observar las Gráficas 1 y 2; donde resulta que el PASH para el periodo 2003-

2017 ha logrado la conservación de aproximadamente 3,946,639.18 ha de superficie forestal 

con un monto de inversión de $7,762.64 millones de pesos y 5,921 convenios firmados, 

siendo el año 2007 cuando se registró un mayor número de hectáreas conservadas y una 

mayor inversión. Para el caso de Fondos Concurrentes, desde el 2008 se tiene registro de la 

conservación de 610,017 ha con un monto de $1,630.75 millones de pesos, con un total de 

191 convenios firmados (de los cuales 111 se encuentran vigentes) (CONAFOR, 2018). A 

pesar de que han pasado 10 años desde la implementación de los FC, este esquema posee un 

menor alcance que el PSAH, ya que continúa contribuyendo con un menor número de 

hectáreas de superficie conservadas y con inversión.  

 

Gráfica 1. Superficie conservada de los programas de PSAH y FC en México. Fuente: elaboración propia con 

datos de la CONAFOR (2018). 
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Gráfica 2. Inversión de los programas de PSAH y FC en México. Fuente: elaboración propia con datos de la 

CONAFOR (2018).  

 

Cabe destacar que el PSA como política pública en México, ha basado su evolución 

en un proceso continuo de cambios, sustentado en el proceso de evaluación (Cortina y 

Saldaña, 2014; Alix-García et al., 2014; Perevochtchikova, 2014). Por ejemplo, existen 

evaluaciones institucionales enfocadas en cuestiones administrativas (COLPOS, 2004; 

Chapingo, 2006; CONEVAL, 2010, 2011; PUMA-UNAM, 2012) y evaluaciones 

académicas, realizadas principalmente desde enfoques económicos y biológicos (Rojo, 

2018); entre éstas últimas destacan los trabajos de Tognetti et al. (2003), Encalada (2006), 

Paspuel (2009), Chisholm (2010), entre otros estudios, tanto a escala nacional, regional e 

internacional. Por su parte, Almeida-Leñero et al. (2014), Alix-García et al. (2013) y 

Perevochtchikova (2016), se han dedicado a la evaluación de los efectos del PSA en México. 

Estas evaluaciones en México han sido dirigidas al PSAH, mientras que para los Fondos 

Concurrentes de acuerdo con la bibliografía no existen, y son muy pocos los escritos 

encontrados al respecto (Saldaña, 2013; Rodríguez y Ávila, 2013; Nava-López, 2015; 

Perezpeña, 2015; Zamora et al., 2016).  

No obstante, las revisiones bibliográficas sobre los estudios de PSA en el mundo y en 

México, muestran que, a pesar de la gran cantidad de evaluaciones, es evidente la falta de 

una evaluación del PSA como una política pública desde enfoques integrales, con el uso de 

indicadores sociales, económicos y ambientales (Rojo, 2018). Son pocos los estudios 
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empíricos que documenten las prácticas idóneas y las lecciones aprendidas de dichos 

esquemas (Mayrand y Paquin, 2004), y faltan trabajos que analicen los efectos que produce 

la implementación de los programas de PSA de forma sistémica, con una propuesta de 

monitoreo de sus resultados (Perevochtchikova et al., 2015). De igual manera, hace falta 

abordar la participación y percepción de las comunidades forestales en la transición de una 

modalidad de PSA a otra. 

Para contextualizar el caso de estudio de la presente investigación, es importante 

mencionar que, uno de los estados con mayor involucramiento en el PSA, es Oaxaca, con un 

alto índice de conservación forestal (19.86% del total de los estados señalados en las gráficas5 

3 y 4 para el PSAH y 21.83% para los FC), e inversión (18.66% para PSAH y 44.83% para 

FC) (ver figuras 1 y 2). Oaxaca representa el 7.73% de los convenios firmados en el país de 

PSAH y el 17.8% para FC. Entre otros motivos, esta dinámica está relacionada con que este 

estado posee extensos bosques, que cubren el 64% de su territorio, equivalente a 9,5 millones 

de ha (Martin et al., 2011).  

Gráfica 3. Superficie por estado de los programas de PSAH y FC en México. Fuente: elaboración propia con 

datos de la CONAFOR (2018). 

                                                             
5 Los estados mostrados en la gráfica fueron seleccionados tomando como base la clasificación de los 
ecosistemas, especificada en las Reglas de Operación del Programa Nacional Forestal 2017. Todos los estados 
de la gráfica poseen alguno de los siguientes ecosistemas: bosque mesófilo, manglares, marismas y vegetación 
de llanura costera, ecosistemas riparios y palmar natural, los cuales son los mejores pagados y tienen establecido 
como monto máximo de pago negociable por el SE $600 pesos/ha/año.  
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Gráfica 4. Inversión por estado de los programas de PSAH y FC en México. Fuente: elaboración propia con 

datos de la CONAFOR (2018). 

Figura 1. Superficie promedio de PSAH en México. Fuente: Elaboración de Arturo Ramos con datos de la 

CONAFOR, 2018. 
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Figura 2. Superficie promedio de FC en México. Fuente: Elaboración de Arturo Ramos con datos de la 

CONAFOR, 2018. 

Oaxaca contiene alrededor de 1,590 núcleos agrarios, de los cuales 738 son 

comunidades y 852 ejidos; distribuidos en 507 municipios de los 570 del estado (RAN, 

2017). Además, es uno de los estados con mayor presencia de pueblos indígenas, con 

cosmovisiones que involucran el cuidado ancestral del bosque (Boege, 2008); y en especial, 

se caracterizan por su organización interna e instituciones y sistemas de tenencia que 

contribuyen a la gestión colectiva de los recursos naturales (Martin et al., 2011). Es por estas 

razones que el caso de estudio de la presente investigación se ubica en dicho estado.  

Además, existe un gran interés académico por el estudio de temáticas 

socioambientales en el estado de Oaxaca; por ejemplo, Charchalac (2012) ha reunido y 

analizado nueve casos en América Latina de compensación económica por los SE (dos en 

México, y uno de ellos en Oaxaca). Bray y Merino (2004) estudiaron la gestión comunitaria 

para el aprovechamiento de los recursos forestales en nueve comunidades de México 

(incluyendo San Pedro el Alto y Capulalpam de Méndez en el estado de Oaxaca).  
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Más recientemente, Velasco et al. (2014) analizaron los cambios en la cobertura 

arbolada entre 1990 y 2010, en once comunidades Chinantecas de Oaxaca (cinco de ellas 

ubicadas en el municipio de San Felipe Usila), donde se compararon las tendencias de cambio 

entre cinco comunidades que realizan manejo colectivo para la conservación del bosque (con-

ACPC6) y seis que carecen de dicha acción colectiva (sin-ACPC) (Durán et al., 2011; Molina, 

2011; Bray et al., 2012). A continuación, se describe a detalle el caso de estudio de este 

trabajo de investigación y se presenta el método de estudio empleado.  

 

 

  

                                                             
6 Acción Colectiva para la Conservación del Bosque (Velasco et al., 2014). 
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4. DESCRIPCIÓN DEL CASO DE ESTUDIO  

 

San Antonio del Barrio se ubica a una altitud de 600 msnm (INEGI, 2017), en el municipio 

de San Felipe Usila (Figura 3) (RAN, 2017). De acuerdo con información del Programa de 

Certificación de Derechos Ejidales y Titulación de Solares Urbanos (PROCEDE), el núcleo 

agrario de la comunidad cuenta con 2,566.87 ha, de las cuales 2,514.86 corresponden a tierras 

de uso común, 3.59 a superficie parcelada y 48.71 a asentamientos humanos (RAN, 2017). 

 

Figura 3. Ubicación de la zona de estudio. Fuente: Elaboración de Arturo Ramos con base en INEGI (2017) y 
RAN (2017). 
 
 

De acuerdo con la información recabada durante el trabajo de campo en los años 2016 

y 2017, se trata de una comunidad de aproximadamente 140 habitantes con un sistema de 

gobernanza que tiene como órgano supremo una asamblea general, la cual cuenta con 

facultades de establecer y vigilar la normatividad comunitaria. El comisariado ejidal, por su 

parte, constituye el órgano de representación y gestión administrativa (por votación). Existen 

también cargos de representación y autoridad, como presidente, secretario, tesorero, 

comisariado, consejo de vigilancia, topil, regidor, síndico, entre otros. 
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Normativamente la comunidad se rige por tres documentos reglamentarios: i) un 

Reglamento interno basado en sus usos y costumbres establecidos; ii) un Estatuto Comunal 

en el que se establecen los derechos y obligaciones de los comuneros, las facultades de los 

órganos de representación y administración, la normatividad en materia de aprovechamiento 

de los recursos naturales, entre otros; y iii) un Ordenamiento Territorial, instrumento que 

regula y planifica las actividades que se llevan a cabo sobre el territorio (uso del suelo, 

manejo de recursos naturales, construcción de viviendas, etc.). Cabe destacar que, éstos dos 

últimos fueron creados entre los años 2004 y 2005 con el apoyo de la ONG GeoConservación 

A.C.,7que ha protagonizado una historia de cooperación que ha coadyuvado al desarrollo 

económico y social de la comunidad bajo un esquema de conservación ambiental.  

Por otra parte, tanto San Antonio del Barrio como las demás comunidades del 

CORENCHI, han destacado por su contribución a la conservación forestal. En 2011 la 

Comisión Nacional de Áreas Naturales Protegidas (CONANP) certificó 26,770 ha de la 

superficie de las comunidades del CORENCHI como áreas comunitarias para la 

conservación. Esta superficie conforma un corredor natural en buen estado de conservación, 

principalmente de bosque mesófilo de montaña, selva alta perennifolia y selva media 

perennifolia (Mondragón, s.f.; Bray et al., 2012). Particularmente en San Antonio del Barrio, 

el 26 de noviembre de 2004 se certificaron 1,500 ha de forma voluntaria por un periodo de 

25 años, representadas por ecosistemas de selva alta perennifolia, selva mediana 

subperennifolia, galería riparia, bosque mesófilo de montaña y bosque de pino-encino 

(CONANP, 2012).  

Con relación a los programas de PSA, San Antonio del Barrio se incorporó al PSAH 

en 2004, con el apoyo y la orientación de GeoConservación A.C., quien gestionó ante la 

CONAFOR la inclusión de las seis comunidades del CORENCHI a este esquema de pagos. 

La comunidad de San Antonio del Barrio se vio beneficiada por el PSAH durante tres 

períodos en los años 2004-2009, 2007-2012 y 2009-2014, con el pago total de casi 6 millones 

de pesos por la conservación de cerca de 2,600 ha acumuladas. Para el caso de FC, de acuerdo 

                                                             
7 La relación de la comunidad con GeoConservación A.C. y la CONAFOR fue determinante en el proceso que 
derivó en la formulación, tanto del Estatuto Comunal (con registro en el RAN) como del Ordenamiento 
Territorial, ambos requisitos ineludibles para participar en los programas de compensación operados por la 
CONAFOR. 
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con Bray et al. (2012), en el año 2010 algunas de las comunidades del CORENCHI recibieron 

su primer pago a través de este programa, pero San Antonio del Barrio ingresó en el año 

2011. Durante el periodo de 2011 a 2016 (con excepción de 2015) percibió aproximadamente 

14 millones de pesos por la conservación de 1,928.94 ha bajo este esquema. En su conjunto, 

ambos esquemas de PSA han contribuido a la conservación de más de 4,600 ha forestales 

acumuladas, al tiempo que han significado para San Antonio del Barrio una derrama 

económica superior a los 20 millones de pesos, con convenios de 5 años en ambos programas 

(ver Tabla 2 y Figura 4). 

Cabe destacar que, cuando surgió el cambio de modalidad de PSAH a FC, 

GeoConservación A.C. continuó brindando su apoyo a las comunidades del CORENCHI, a 

tal grado que se convirtió en la contraparte que se requería para participar en esta nueva 

modalidad de PSA. De esta manera, la posibilidad de San Antonio del Barrio de continuar en 

los programas por conservación forestal se veía en riesgo, pues ya no recibirían recursos 

financiados en su totalidad por la CONAFOR, sino que ahora dependerían del 

involucramiento de otro usuario como contraparte, y que lamentablemente ante la falta de 

usuarios interesados, GeoConservación A.C. fue quien asumió este papel, lo que llevó a esta 

organización a duplicar los esfuerzos para obtener recursos económicos para la concurrencia 

de fondos con la CONAFOR (Entrevista personal, 2017).  

Tabla 2. Superficie y montos de inversión del PSAH y FC en San Antonio del Barrio.  

Fuente: elaboración propia con datos de la CONAFOR (2018). 

Programa Año de ingreso Área (Ha) Compensación acumulada en 5 años ($) 

PSAH 

2004 1,200.00 2,300,000.00 

2007 400.00 859,690.00 

2009 1,072.18 2,770,489.28 

FC 

2011 308.93 2,353,955.00 

 

 
2012 305.07 2,718,706.30 

 

 
2013 350 2,670,000.00 

 

 
2014 499.94 3,692,921.20 

 

 
2016 465 2,962,350.00 
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Por otra parte, dentro de las actividades a realizar que marca la participación de San 

Antonio del Barrio en ambos programas de PSA, y que presuntamente incrementaron y 

tuvieron mayor control de las mismas en la modalidad de FC, se encuentran las siguientes: 

roza de bosque, manejo de residuos sólidos, construcción de guardarrayas o brechas 

cortafuego, limpieza de caminos, veredas y ríos, jornadas de reforestación, actividades de 

monitoreo y vigilancia, talleres, capacitación, entre otras actividades dirigidas a la 

conservación y el manejo sustentable de los ecosistemas forestales, a fin de mantener y 

mejorar la provisión de los SE dentro de las áreas bajo pago por PSA (CONAFOR, 2017).  

Estas actividades, que bien pueden ser de conservación, protección y restauración; así 

como de manejo forestal sustentable, industria, proyectos productivos sustentables, etc., se 

establecen, a través de dos documentos de planeación participativa denominados “Guía de 

Mejores Prácticas de Manejo” para el PSAH y “Programa de Mejores Prácticas de Manejo” 

para FC. En este sentido, bajo la peculiaridad del marcado cambio de modalidades de PSA 

en esta comunidad, surgió el interés de investigar cuáles fueron los factores que lo originaron 

y cuáles son sus efectos sociales, económicos y ambientales desde la percepción de los 

actores involucrados. 
 

 

Figura 4. a) Superficie de PSAH y b) FC en San Antonio del Barrio. Fuente: elaboración de Arturo Ramos con 

base en RAN (2017) y datos de la CONAFOR (2018). 

 

a) b) 
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5. MÉTODO DE ESTUDIO 
 

5.1. Caso de estudio 
 

Se ha elegido como sitio de estudio una comunidad del estado de Oaxaca, por ser uno 

de los estados del país con mayor importancia por su diversidad florística, faunística y 

cultural (Bray et al., 2008), que además, ha demostrado un destacado involucramiento en la 

conservación de los ecosistemas forestales, mediante diversos programas gubernamentales 

(a nivel nacional y estatal), aunado a la intervención de instituciones académicas y 

organizaciones no gubernamentales (internacionales, nacionales y regionales). Su gran 

riqueza biológica, diversidad de ecosistemas en buen estado de conservación e importantes 

grupos culturales y esquemas de organización social y política (WWF, 2018), han 

posicionado a Oaxaca como uno de los estados con mayor superficie y recursos económicos 

en el PSA. El caso de estudio se ubica en la Sierra Juárez de Oaxaca, región reconocida por 

la lucha, protección y cuidado de su patrimonio natural (Anta, 2007).  

Particularmente, se trata de la Chinantla Alta, la cual alberga la tercera extensión más 

grande de bosque tropical perennifolio y uno de los mejor conservados en México, que se 

encuentra en propiedad y manejo colectivo (García-Mendoza et al., 2004). Es además 

reconocida por la presencia del Comité de Recursos Naturales de la Chinantla Alta 

(CORENCHI), una organización constituida legalmente en 2004 como asociación civil, 

formada por seis núcleos agrarios de comunidades indígenas chinantecas: Santa Cruz 

Tepetotutla, San Antonio del Barrio, San Pedro Tlatepusco, Santiago Tlatepusco, San 

Antonio Analco y Nopalera del Rosario, con un área total de 34,907 ha (Molina, 2011; 

Mondragón, s.f.; Bray et al., 2008). El caso y el interés especial en la comunidad de San 

Antonio del Barrio están vinculados a su marcada y constante participación en el PSA desde 

su creación, y por representar un caso particular de un proceso de transición entre la 

modalidad de PSAH durante 2004-2009 y desde 2011 en FC, mismo que ha llamado la 

atención por las posturas diversas, que existen por parte de los actores involucrados en dicha 

transición.  
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5.2. Percepción social de actores clave 
 

Un aspecto fundamental para hacer efectiva la gestión de los recursos naturales es reconocer 

la pluralidad de las percepciones, valores y objetivos de los actores clave involucrados (Van 

Vlie et al., 2010; Jones et al., 2011), por lo que el análisis de la percepción social es una 

herramienta que posee una perspectiva de integración muy importante, ya que las opiniones 

de los participantes permiten comprender el proceso a escala local y comprender las 

fortalezas y limitaciones de la implementación de los programas de conservación (DDS-

OEA, 2008; Baird et al., 2009). De acuerdo con Perevochtchikova y Rojo (2015) en los 

estudios sobre las percepciones de los actores implicados en el PSA, generalmente no se 

establece con claridad un marco teórico definido, no obstante, se utilizan las entrevistas, las 

encuestas y los cuestionarios como técnicas de priorización (Pagiola et al., 2005; Kosoy et 

al., 2007; Melo, 2007; Cordero, 2008; Corbera et al., 2009; De Groot y Hermans, 2009; 

Perevochtchikova, 2014).   

Con base en lo anterior, se elige y se realiza un análisis de percepción social mediante 

la comparación de ideas tanto de los usuarios como de los proveedores de los SE, así como 

de algunos actores intermediarios, mediante la determinación de tres variables: social, 

económica y ambiental, además de la aplicación de entrevistas semiestructuradas. La 

clasificación de los actores clave en el caso de estudio, se hace tomando como referencia a 

Prell et al., (2009), quienes describen a los actores primarios, identificados en este estudio 

como proveedores de SE (comuneros y CORENCHI), aquéllos que se ven fundamentalmente 

beneficiados o afectados, en este caso, por los programas del PSA; y los actores secundarios, 

referidos a los usuarios de SE (CONAFOR), los que participan en los proyectos debido a que 

poseen el interés y tienen la capacidad para contribuir en la realización de los mismos. Cabe 

destacar que, en los programas federales, es precisamente el gobierno el que administra y 

financia este tipo de mecanismos tomando el papel de usuarios, sobre todo cuando éstos no 

están bien definidos (Perevochtchikova, 2014, 2016), como es el caso de México, en donde 

este papel es tomado por la CONAFOR.  

Aunque Prell et al., (2009) mencionan que las organizaciones no gubernamentales 

(ONG’s) y otras organizaciones de la sociedad civil forman parte de los actores secundarios, 

en esta investigación se propone un tercer grupo, el de actores intermediarios, quienes de 

manera indirecta (la academia, CEPCO  y un consultor externo) y directa 
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(GeoConservación A.C.) se vinculan con los otros dos grupos de actores, al tiempo que 

intervienen en la problemática. Cabe destacar que, la participación de los actores 

intermediarios involucrados indirectamente en este caso de estudio no es determinante en 

esta investigación; sin embargo, fueron considerados y entrevistados debido a que han 

influido con su conocimiento, su larga experiencia y trayectoria laboral en la temática de la 

conservación forestal, además de su trabajo en los programas de PSA en el estado de Oaxaca, 

particularmente en la Sierra Juárez y las comunidades del CORENCHI, entre las que se 

encuentra San Antonio del Barrio.  

 

5.3. Muestra de la población de estudio 
 

Para el análisis de los testimonios de los actores clave se efectuó un muestreo por 

conveniencia, realizándose 17 entrevistas semiestructuradas (Anexo 1) en dos periodos de 

salidas de campo, agosto 2016 (trece entrevistas) y noviembre 2017 (cuatro entrevistas). En 

el primer periodo se entrevistaron siete comuneros de la comunidad de estudio (proveedores 

de SE); un representante de GeoConservación A.C., un consultor independiente, un miembro 

de la academia (actores intermediarios); y tres representantes de la CONAFOR (usuarios de 

SE). Para el segundo periodo, se entrevistaron cuatro actores, un representante de 

GeoConservación A.C.; uno de la CONAFOR; uno del CORENCHI y uno de la Coordinadora 

Estatal de Productores de Café de Oaxaca (CEPCO) (actores intermediarios).  
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6. RESULTADOS  

 

A través de los argumentos expresados en las entrevistas se contrastaron las perspectivas de 

los actores (ver Tabla 3), referentes al cambio de modalidad entre los dos programas de PSA 

y sus efectos, entendidos como beneficios y problemáticas de tipo social, económico y 

ambiental, generados en el proceso de transición del programa de PSAH a FC en la 

comunidad de San Antonio del Barrio.  

 

6.1. Percepción de proveedores 
 

a) Social 

Se identificó que a pesar de que este grupo de actores carece de conocimientos suficientes 

sobre los programas de PSA, y que argumentan que los comisariados son los que saben más 

al respecto, los comuneros sí perciben una diferencia entre el PSAH y los FC. En la dimensión 

social, argumentan que ambos programas de PSA han influido favorablemente en la 

organización de la comunidad y han incrementado la confianza y la unión entre sus 

miembros; no obstante, reconocen que han existido conflictos al interior de la comunidad, 

generados por la modalidad de FC, consistentes en una mayor demanda de actividades y 

discusiones sobre la repartición del dinero. 

Perciben que el programa de FC es más estricto en comparación con el PSAH, porque 

exige nuevas y mayor número de actividades y control de estas, mismas que deben ser 

comprobadas mediante evidencia fotográfica a la CONAFOR. Sobre la distribución del 

recurso, si bien, esta decisión depende de la comunidad, y el cambio de programa no 

representa un factor que propicia una nueva forma de distribución, con FC, han surgido 

discrepancias relacionadas a la inversión y/o repartición del dinero, ya que varios de los 

comuneros consideran que éste debe ser en su mayoría repartido entre ellos y sus familias, es 

decir, menos recursos para la colectividad. Esta situación puede deberse a que tal vez creen 

que el PSAH les ha permitido tener una mayor generación de infraestructura comunitaria 

(pagaron aproximadamente 700 mil pesos a la comunidad de Santa Cruz Tepetotutla por un 

permiso que solicitaron para la construcción de una carretera, la compra de una camioneta 

comunitaria, una planta generadora de luz, la construcción de una tienda, un fondo para 
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gastos de los comisariados, entre otras acciones), por lo que podría pensarse que ahora con 

FC quieren disponer de un mayor recurso para las necesidades básicas de sus familias.  

Por otra parte, también se identificó que algunos de los comuneros perciben que tanto 

el PSAH como los FC, han influido en los lineamientos establecidos en su reglamento 

interno, mostrándose inconformes; ya que al ser programas con fines de conservación 

forestal, se han visto modificadas los prácticas de consumo de los comuneros, lo que ha 

impactado sus medios de vida, pues se limitan actividades como la caza de especies para 

alimento, la obtención de recursos maderables para sus hogares, la expansión de los cultivos, 

entre otras. Los mismos comuneros mencionan también, que han observado que algunos de 

ellos demuestran un bajo interés en las capacitaciones, los talleres y/o las reuniones que 

imparten GeoConservación A.C. o la CONAFOR, para administrar de mejor manera los 

programas, es decir, asisten, pero no hacen preguntas, ni dialogan o expresan sus ideas, 

opiniones o dudas. Por otra parte, consideran que hace falta mayor difusión del trabajo de 

conservación que realizan como comunidad. 

 

b) Económica  

Reconocen que, aunque el recurso que les proveen ambos programas de PSA es muy poco e 

insuficiente para solucionar las necesidades de cada familia, éste sí ha representado un 

beneficio para los comuneros y sus familias. Aproximadamente, las familias de San Antonio 

del Barrio perciben entre 2 mil y 3 mil pesos mensuales más de lo que percibían antes de que 

ingresaran al PSA. Aparentemente el PSAH se utilizó sobre todo con fines colectivos 

(infraestructura comunitaria), además de que les permitió tener un ahorro en una cuenta de 

inversión para la comunidad, misma que hasta el momento continua vigente, pues San 

Antonio del Barrio, de todas las comunidades CORENCHI, es una de las que más recursos 

destina a la colectividad. No obstante, actualmente con los FC, se sigue haciendo uso del 

recurso de forma colectiva; la comunidad está considerando comprar otra camioneta y un 

terreno, para la construcción de un hotel, una tienda o un restaurante, además de invertir en 

sus actividades productivas como son la apicultura, la producción de café y el ecoturismo. 

Cabe destacar que, la repartición del recurso se hace con la asesoría de 

GeoConservación A.C., para el caso de FC, se distribuye aproximadamente entre un 5% y 

35% para infraestructura o equipamiento, y el resto es repartido entre los comuneros, a pesar 
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de este escenario, algunos comuneros prefieren que se repartan mayores cantidades del 

recurso entre las familias (mismo que utilizan en educación, salud, vivienda, entre otras). 

Además, perciben que el ingreso de los FC es menor al del PSAH, lo cual probablemente 

pueda atribuirse a la percepción que los comuneros tienen sobre la excesiva demanda de 

tareas o labores por parte del programa de FC, ya que se tiene que realizar mayor inversión, 

por ejemplo, la compra de más equipos y/o herramientas de trabajo. Por otra parte, perciben 

que la gestión de los FC es más complicada porque se debe buscar una contraparte que aporte 

la mitad del recurso. A pesar de los beneficios que los programas de PSA les proveen, los 

proveedores demandan la creación de más apoyos o programas que reconozcan la gran labor 

de conservación de las comunidades forestales.  

 

c) Ambiental 

Perciben que no existe alguna distinción de los beneficios entre ambos programas, por 

ejemplo, tanto el PSAH como los FC, representaron un mejor control para las actividades de 

roza del bosque, que se refleja en la delimitación y el respeto de las áreas destinadas a la 

conservación forestal. Mencionan además, que las acciones de conservación a través de los 

programas de PSA generan beneficios ambientales para los mismos ecosistemas y la sociedad 

(provisión de SE y bienes ambientales, conservación de flora y fauna, conservación de 

cuerpos de agua, etc.), a escala local, regional, nacional e internacional; y reiteran que, aún 

sin dichos programas, ellos continuarían conservando sus recursos forestales y ecosistemas, 

pues el bosque y el río son sus recursos más valiosos y los quieren preservar para sus hijos y 

las futuras generaciones. Finalmente, no se identificaron problemáticas en este ámbito.  

 
“Bueno, lo que nosotros pensamos por lo que estamos conservando no nada más es para nosotros es 
para todo el planeta porque sabemos que en la ciudad, no muy lejos, aquí en la ciudad de Oaxaca, no 
hay nada de árboles y si nosotros tumbamos todo lo que tenemos aquí pues ya no va a haber árboles 
para que capturen carbono, entonces es muy importante lo que nosotros estamos haciendo al 
conservar, se está haciendo algo para todo el mundo, no nada más para nosotros… De por sí nosotros 
vamos a estar conservando con o sin dinero vamos a estar conservando, porque de por sí, 
anteriormente ya se conservaba… El bosque y el río son nuestros recursos más valiosos y los 
queremos conservar para nuestros hijos y las demás generaciones” (Comunero entrevistado, 
noviembre de 2016). 
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6.2. Percepción de usuarios 
 

a) Social 

Este grupo de actores reconocen que uno de los principales beneficios sociales de ambos 

programas, es el hecho de que éstos han cambiado la percepción de la comunidad sobre sus 

recursos naturales, la flora y la fauna. Particularmente sobre los FC, aseguran que, es una 

modalidad más inclusiva, debido a que permite que existan convenios desde uno hasta quince 

años, lo que da oportunidad a que un mayor número de usuarios sean beneficiados por este 

esquema (aunque sea por un corto periodo de tiempo, menor a cinco años), por ejemplo, los 

pequeños propietarios, los cuales poseen muy pocas posibilidades de ser beneficiados por el 

PSAH.  

Por otra parte, también consideran que existe inclusión hacia los usuarios que toman 

el papel de contraparte, ya que en la modalidad de PSAH se realizaba el monitoreo por parte 

de la CONAFOR, a través de un esquema de supervisión anual mediante visitas de campo o 

herramientas tecnológicas disponibles, como el análisis de imágenes de satélite para 

documentar la densidad de la cobertura arbórea y el cumplimiento de las actividades 

realizadas en los polígonos financiados por esta modalidad. En cambio, para FC, aunque de 

manera opcional, se agregó un monitoreo que debe ser realizado por las comunidades y la 

contraparte. 

Cabe destacar que, aquellos convenios en donde la contraparte haya pactado recursos 

para la opción de "Monitoreo o Verificación", se refiere a una verificación conocida como 

monitoreo de cumplimiento, mas no representa un monitoreo de impactos o parámetros 

ambientales. Asimismo, es importante agregar que, la CONAFOR seguirá teniendo 

responsabilidades sobre el monitoreo, pues de acuerdo con sus facultades, establecidas en las 

Reglas de Operación del Programa Nacional Forestal, en el cual se incluyen los programas 

de PSA, esta institución está encargada de establecer plataformas y mecanismos que faciliten 

la participación de las personas beneficiarias en acciones de monitoreo (CONAFOR, 2018). 

Es importante comentar que, en Oaxaca por su susceptibilidad, el monitoreo se realiza 

principalmente para incendios y para plagas en programas forestales.  
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Otro de los beneficios que destaca este grupo de actores sobre los FC, es que existe 

seguimiento y verificación del cumplimiento de las metas y la realización de actividades, por 

parte de la CONAFOR y la contraparte. También argumentan que este esquema promueve 

mecanismos de transparencia, por ejemplo, se lleva a cabo la comprobación de la cantidad 

aportada por la CONAFOR y la contraparte, y en qué se gasta el recurso. En el caso de las 

comunidades, éstas deben ingresar un informe anual en el que se comprueben las actividades 

realizadas; y al finalizar el convenio se determinarán los cambios observados en el área 

conservada y los efectos en el ecosistema (evaluación de la cobertura, reportes de 

avistamientos de fauna, entre otros).  

Asimismo, los FC le permite a la comunidad valorar su territorio y aprender prácticas 

de conservación que se ven reflejadas en documentos rectores como el Programa de Mejores 

Prácticas de Manejo, formulado como parte de la asistencia técnica recibida en el marco del 

convenio de los FC (Zamora et al., 2016), en el cual la comunidad y el técnico forestal 

determinan las actividades tanto obligatorias como opcionales que deben realizarse.  

 

b) Económica 

Dentro de los beneficios económicos para ambos programas, los usuarios de los SE 

argumentan que se posee una visión de fortalecimiento y/o empoderamiento de la comunidad, 

con la intención de que los proveedores de SE utilicen el recurso para invertir en opciones 

productivas, generar proyectos e impulsar iniciativas para el desarrollo y la autosuficiencia 

en la comunidad. Por su parte, las problemáticas se centran en: i) la alta demanda del PSAH, 

y ii) la complejidad de la modalidad de FC. En el estado de Oaxaca, para el PSAH se reciben 

en promedio 160 solicitudes al año, de las cuales son financiadas alrededor de 20 a 30, dado 

que la CONAFOR no tiene suficiente recurso para apoyar a todos los solicitantes. En 

contraste, en los FC existe menor demanda (pero es más complejo porque hay que encontrar 

una contraparte que va a aportar la mitad del recurso provisto) y por ende menos 

competitividad; por lo que tienen mayor probabilidad de ser aprobadas.  

Los usuarios de SE comentan que el PSAH ha presentado un decremento en su 

financiamiento, y prevén que en un futuro tanto el PSAH como los FC lleguen a una igualdad 

en términos de superficie conservada y presupuesto, incluso opinan que los FC puede superar 

al PSAH, al menos en el estado de Oaxaca; sin embargo, hasta el momento, la industria no 
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ha demostrado gran interés en los FC, y aunado a ello, no existe un mecanismo que permita 

comprometer a los usuarios directos de SE a participar, sino que es voluntario.  

“Así como vemos el asunto, el PSA nacional como le llamamos, este, ha ido a la baja, y no hay 
incremento. Y a diferencia que el Fondo puede ser una oportunidad, porque entre haya, entre que 
tengamos más apostadores al, a la contra, como contraparte, tenemos la oportunidad de poder subir. 
Creo que el Fondo Concurrente es una oportunidad, porque en la actualidad, la situación que se 
atraviesa en, en el país difícilmente va a haber un incremento como lo hizo, como lo hubo hace unos 
8 años en el PSA nacional, hubo una buena cantidad de dinero en Oaxaca, fue uno de los primeros 
estados con la mayor inversión en la historia. Entonces, no creo que el PSA vaya al alza, aquí 
básicamente es lo que, tal vez se llegue a equilibrar, y tal vez el Fondo Concurrente le gane al PSA 
nacional. Ése es el caso de Oaxaca, en Oaxaca tenemos, eh, un incremento al Fondo Concurrente, y 
con buenos resultados… Es que una comunidad tiene más posibilidades de tener éxito en su, en su 
gestión de un Fondo Concurrente que de un PSA nacional”. (Personal de la CONAFOR entrevistado, 
noviembre de 2017).  
 

 

c) Ambiental  

En términos ambientales ambos programas han representado un papel fundamental en la 

conservación forestal y de los recursos hídricos. Sin embargo, los FC han incentivado que 

exista un mayor control de incendios debido a la rigurosidad de sus actividades, mismas que 

propician un uso responsable del fuego; y también han impulsado la restauración de la 

biodiversidad mediante los recorridos de vigilancia en los bosques.  

 
6.3. Percepción de actores intermediarios  

 

a) Social 

Los beneficios identificados por los actores intermediarios, se puede decir que no son 

atribuidos directamente a la transición, sino más bien al seguimiento y acompañamiento de 

ambos programas de PSA. De los beneficios sociales, este actor identifica que ambos 

programas de PSA han significado una mejoría en la calidad de vida de los comuneros y sus 

familias. Han propiciado la cohesión social, pues los comuneros son muy unidos para 

desarrollar todas las actividades relacionadas al PSA, a pesar de que San Antonio del Barrio 

siempre se ha caracterizado por ser una comunidad muy unida. 

Al interior de la comunidad, estos programas han fortalecido las relaciones entre los 

comuneros, y les han permitido tener claro que los esfuerzos de conservación han tenido 

sentido. También han dado origen a diversos apoyos económicos para pagar algunas 

actividades a los jóvenes de la comunidad, que a veces no tienen recursos, y que han 
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demostrado además que pueden apoyar un poco en el monitoreo de algunas especies. Por 

otro lado, se ha consolidado en gran medida el desarrollo del capital social en la comunidad. 

A pesar de la complejidad que significó el tránsito hacia los FC, este esquema se ha 

caracterizado por un seguimiento muy claro del recurso económico durante los 5 periodos en 

la comunidad. A diferencia del PSAH, los FC han presentado ciertos mecanismos de 

transparencia, a través de los cuales se comprueban los ingresos y los gastos del recurso, lo 

cual propicia un proceso con mayor claridad y así evitar la generación de conflictos entre los 

comuneros. Por otra parte, a partir de los FC, GeoConservación A.C. se ve beneficiado en 

cuanto a su imagen, ya que a través del trabajo y el apoyo transparente que brinda a San 

Antonio del Barrio y a las demás comunidades del CORENCHI, le es posible gestionar una 

mayor cantidad de proyectos financiados por otras instancias, incluso internacionales.  

No obstante, este usuario percibe que los FC presenta varias desventajas, por ejemplo, 

esta modalidad posee un proceso más complejo, con una visión muy ambigua, y que demanda 

una contraparte, sobre la cual, la CONAFOR no apoya en su búsqueda. Argumentan también, 

que la transición pudo deberse a problemáticas de tipo económico, fiscal y de política pública, 

donde los FC parecen ser un mecanismo creado para endosar a las comunidades la 

responsabilidad de la conservación, en el que la CONAFOR pareciera deslindarse de sus 

responsabilidades de política pública. 

 

b) Económica 

Este grupo de actores percibe que económicamente, la continuidad de ambos programas de 

PSA, ha permitido que las comunidades del CORENCHI hayan pasado de muy alta 

marginación a alta marginación. Mencionan que a pesar de que los comuneros argumentan 

que los programas de PSA no satisfacen sus necesidades básicas familiares, éstos si han 

mejorado sus viviendas (remodelación de casas, piso, electrodomésticos, etc.). También 

aclaran que, el hecho de que se continúe con el PSA a través de los FC ha influido en que 

GeoConservación A.C. perciba esta transición como una oportunidad de desarrollo a largo 

plazo, con el interés de empoderar a la comunidad, lograr impactos reales en términos locales, 

reactivar la economía local derivada de los SE, etc. 

Por su parte, las posibles problemáticas económicas que se hayan originado no se 

deben a la implementación de estos programas, sino a que han surgido como dilemas 
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secundarios en el desarrollo de éstos, por ejemplo, la exigencia de los pagos por parte de los 

comuneros, ocasionada por el retraso en los mismos, pues los comuneros argumentan que ya 

cumplieron con las actividades y jornadas laborales, por lo que exigen su pago, que en 

ocasiones se retrasa. 

Por otra parte, los FC trajeron consigo cambios en los términos de referencia que no 

favorecen a la comunidad, tal es el caso de la asesoría técnica, sobre la cual la CONAFOR 

estableció que, la contraparte no puede ser al mismo tiempo el asesor técnico, esto representa 

un alto costo para GeoConservación A.C., debido a la necesidad de contratar a un asesor y a 

la vez, realizar capacitaciones. Esta situación, que conlleva a una mayor necesidad 

económica, aunada a la falta de capital por parte de la contraparte, originó que los comuneros 

utilizaran el recurso que reciben del premio social por comercio justo, a través de la venta del 

café, para formar el fondo concurrente que aporta la contraparte, es decir, tuvieron que 

aportar de sus propios recursos para sostener los FC, cuando se supone que esta debería de 

ser una aportación de la contraparte.  

 

c) Ambiental  

Señalan que la cobertura forestal conservada en la comunidad se ha mantenido sin 

alteraciones, por lo que el aporte en términos ambientales de ambos programas de PSA es 

muy alto, y permiten, además, que las comunidades se sientan orgullosas de la riqueza que 

proveen en términos de conservación forestal, biodiversidad, cambio climático, etc., al 

estado, el país y el mundo, escenario que ha sido posible gracias al apoyo y trabajo de 

GeoConservación A.C. como asesores y capacitadores. 
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Tabla 3. Síntesis de resultados en relación con los programas de PSAH y FC y beneficios sociales, económicos y ambientales percibidos.  

Programa Proveedores (comunidad y CORENCHI) 
Usuarios 

(CONAFOR) 
Intermediarios (ONG GeoConservación A.C.) 

 

 

 

 

 

 

PSAH 

*Sociales 

-Favoreció la organización de la comunidad e incrementó 
la confianza y unión entre sus miembros. 
 

-Impactan sus medios de vida, limitando sus actividades 
de consumo.  
*Económicos 

-Inversión en infraestructura. 
-Cuenta de inversión comunitaria. 
 
-Recurso insuficiente.  
*Ambientales 

-Continuar gozando de los SE: bienes ambientales, flora, 
fauna y cuerpos de agua. 
-Continuidad en la conservación aún sin el apoyo 
económico del PSA.  
-Aumentó el control de las actividades de roza del bosque.  

*Sociales 

-Ha cambiado la percepción de la comunidad sobre sus recursos 
naturales, la flora y la fauna. 
-Monitoreo por la CONAFOR.  
*Económicos 

-Visión para la generación de proyectos e iniciativas para el 
desarrollo y la autosuficiencia en la comunidad. 
 
-Presenta una alta demanda que supera el apoyo presupuestal.  
*Ambientales 

-Conservación forestal y recursos hídricos.  

*Sociales  
-Mejor calidad de vida 
-Cohesión social 
-Capital social, mejores relaciones internas, unión comunitaria, apoyo a los 
jóvenes.  
*Económicos 

-Disminución de los índices de marginación (con la asistencia de ONG).  
*Ambientales 

-Mantenimiento de la cobertura forestal conservada  
-Conservación forestal, biodiversidad y cambio climático.  

 

 

 

 

 

 

FC 

*Sociales 

-Favoreció la organización de la comunidad e incrementó 
la confianza y unión entre sus miembros. 
 
-Discrepancias relacionadas a la inversión y/o repartición 
del dinero. 
-Mayor demanda de actividades. 
-Algunos de los comuneros no demuestran mucho interés 
en las capacitaciones. 
-Impactan sus medios de vida, limitando sus actividades 
de consumo.  
*Económicos 

-Gestión más complicada (buscar una contraparte que 
aporte dinero). 
-Menos recurso que PSAH e insuficiente.  
*Ambientales 

-Continuar gozando de SE, bienes ambientales, flora, 
fauna y cuerpos de agua.  
-Continuidad en la conservación aún sin el apoyo 
económico del PSA.  
-Aumentó el control de las actividades de roza del bosque. 
 

*Sociales 

-Ha cambiado la percepción de la comunidad sobre sus recursos 
naturales, la flora y la fauna. 
-Modalidad más inclusiva.  
-Mecanismos de transparencia. 
-Programa de Mejores Prácticas de Manejo.  
-Monitoreo más exhaustivo (comunidad y contraparte).  
-Seguimiento y verificación de las metas.  
-Posee menor demanda y competitividad y mayor probabilidad 
de ser aceptado.  
*Económicos 

-Generación de proyectos e iniciativas para el desarrollo y la 
autosuficiencia en la comunidad. 
-Oportunidad de crecimiento en el ámbito de la conservación, 
porque propicia la inversión económica de diversos actores.  
 
-Modalidad más compleja (se requiere una contraparte).  
-Desinterés del sector privado en participar.  
-No existe un mecanismo que permita comprometer a los 
usuarios de SE a participar en los FC, sino que es voluntario. 
*Ambientales 

-Conservación forestal y recursos hídricos. 
-Mayor control de incendios forestales. 
-Restauración de la biodiversidad. 

*Sociales 

-Mejor calidad de vida 
-Cohesión social 
-Capital social, mejores relaciones internas, unión comunitaria, apoyo a los 
jóvenes.  
-Trazabilidad del recurso económico.  
-Mecanismos de transparencia. 
-Prestigio para quienes son parte concurrente.  
 
-Proceso más complejo (es necesario buscar la contraparte que aporte el recurso) 
-Visión ambigua.  
-La CONAFOR no apoya en la búsqueda de la contraparte. 
-La CONAFOR endosa a las comunidades la responsabilidad de la conservación 
forestal y se deslinda de sus responsabilidades de política pública. 
-No existe mucho interés de la industria) en los FC. 
*Económicos 

-Disminución de los índices de marginación.  
-Desarrollo a largo plazo y reactivación de la economía local.  
 
-Demanda un asesor técnico externo y capacitación (mayor costo). 
-Inestabilidad financiera por parte de la contraparte, lo que ocasiona que a veces 
los mismos proveedores de SE tengan que usar de sus propios recursos.  
*Ambientales 

-Mantenimiento de la cobertura forestal conservada  
-Conservación forestal, biodiversidad y cambio climático. 

Fuente: elaboración propia.
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Una vez analizada la percepción de cada uno de los grupos de actores clave, se discute a 

continuación, en comparación con los argumentos de otros autores, cuáles fueron los efectos 

determinantes en el proceso de transición de una modalidad a otra, distinguiendo cuáles son 

las diferencias entre ambos programas, y si éstas son realmente significativas.  
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7. DISCUSIÓN  

 

Uno de los aspectos importantes para acentuar en este trabajo de investigación, es la 

percepción de los actores proveedores de SE, pues son ellos los encargados de dar 

mantenimiento y cuidado a los ecosistemas forestales (De la Mora, 2011) y los que permiten 

que la gran labor de conservación forestal se realice. Sin embargo, las comunidades han 

tenido un papel limitado en los esquemas de PSA en todo el mundo (Kosoy et al., 2008; 

Rawlins y Westby, 2013). En esta investigación la percepción social de estos actores se ha 

concentrado en la preferencia del PSAH ante los FC, ya que esta última es una modalidad 

que requiere mayor esfuerzo para la comunidad, es más compleja, demanda actividades más 

exigentes y provee menos recursos, por lo que perciben que con este cambio solo se vino a 

mermar el esfuerzo que por años han realizado, opinión que es muy similar a la de los actores 

intermediarios.  

GeoConservación A.C. como actor intermediario y como contraparte ha evidenciado 

la vulnerabilidad que poseen las ONG’s cuando no cuentan con los suficientes ingresos 

económicos y ha reiterado la necesidad de involucrar a los usuarios directos de los SE. En el 

caso particular de San Antonio del Barrio, con el cambio de modalidad de PSA se posicionó 

a la comunidad en una desventaja financiera, provocando que usaran recursos de su venta del 

café, el cual, no es un ingreso redituable y depende de la producción de este grano, que a su 

vez se puede ver afectado por factores externos, como ocurrió en los años 2014 y 2015, 

periodo en el que su producción se vio afectada por una crisis económica ocasionada por una 

plaga llamada roya, lo que ocasionó que San Antonio del Barrio no participara en los FC en 

el año 2015.  

En el 2016 volvieron a recibir el apoyo mediante los FC, siendo éste el último año, 

pues en 2017 nuevamente no participaron. Ante estos hechos, a pesar de que el PSAH se ve 

como un apoyo difícil de alcanzar y los FC parecieran ser un programa vulnerable, que no 

garantiza a las comunidades la certeza de seguir contando con ese apoyo, en el 2018 San 

Antonio del Barrio tomó la decisión de volver a aplicar al PSAH, con la esperanza de volver 

a contar nuevamente con ese apoyo. Lamentablemente los resultados no fueron 

favorecedores, de hecho, el estado de Oaxaca tuvo un bajo índice de solicitudes financiadas 

bajo este programa. De acuerdo con las entrevistas realizadas al personal de 

GeoConservación A.C., para el 2019 se buscarán otras alternativas que le permitan a la 
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comunidad continuar trabajando con los SE; no obstante, están considerando la idea de volver 

a aplicar para alguno de los programas del PSA. 

En contraste a los otros actores, los usuarios de SE son los que tienen una opinión 

más inclinada hacia los FC. De acuerdo con los actores de la CONAFOR entrevistados por 

Rodríguez y Ávila (2013), FC posee mayores beneficios, entre los que destaca, la inclusión 

de un mayor número y diversidad de usuarios, pues son tantos los proveedores de SE que 

compiten por el recurso en el programa del PSAH, entre ellos pequeños propietarios, que 

tienen muy pocas probabilidades de ser elegidos, esto aunado a los montos insuficientes de 

recaudación federal del sector forestal. En contraste, FC les da a los pequeños propietarios la 

oportunidad de ser beneficiados por el PSA en dicha modalidad, siempre y cuando cumplan 

con cada una de las condicionantes establecidas en las Reglas de Operación.  

No obstante, los usuarios de SE al igual que los otros actores, también están 

conscientes de que los FC presentan varias problemáticas que deben ser atendidas, si es que 

se desea fortalecer el esquema. Por ejemplo, el caso del monitoreo ambiental, el cual ha 

tenido un desarrollo muy lento (Saldaña, 2013), y hasta el momento no existe el soporte 

necesario para que este tipo de iniciativas crezcan. Fue hasta el año 2012 que se incluyó en 

los lineamientos, con la posibilidad de que las partes interesadas lo incluyan de forma 

voluntaria (Perezpeña, 2015). Al año 2017 sólo 32 convenios de los 191 firmados a esa fecha 

bajo la modalidad de FC, realizaban algún tipo de monitoreo (CONAFOR, 2018), lo cual 

representa el 16% del total de los convenios firmados a esa fecha.  

Otra situación, y tal vez una de las más preocupantes es la referente al bajo índice de 

participación que tiene la industria en la concurrencia de fondos, quienes regularmente son 

los usuarios directos de los SE, a tal grado que la mayoría de los actores que terminan 

desarrollando el papel de contraparte son asociaciones civiles, tal es el caso de San Antonio 

del Barrio. Estos hechos, los confirma Saldaña (2013), quien en sus análisis ha indicado que 

la participación en los mecanismos de FC, desde su surgimiento y establecimiento está dada 

principalmente por Organizaciones de la Sociedad Civil, ya que éstas son las que han 

generado el mayor número de experiencias de FC en el país.  

El mismo autor (2013) además agrega que, hasta ahora no existen estrategias 

definidas para incluir a los usuarios directos de los SE (particularmente la iniciativa privada) 

ni ejercicios de acercamiento o negociación para fomentar su participación de manera 
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regulada. Por esta razón, es fundamental fomentar la participación y el reconocimiento de los 

distintos usuarios de los SE, hacia quienes contribuyen a la conservación de los ecosistemas 

forestales (De la Mora, 2011). 

Para atender esta problemática, y lograr que se lleve a cabo una transición exitosa de 

un programa federal como es el PSAH, a un esquema local financiado por el usuario directo 

de SE, los actores entrevistados de la CONAFOR aseveran que es prioritario crear 

mecanismos de manera intersectorial, que incentiven la inversión en los FC, de tal manera 

que las industrias reconozcan que existen beneficios directos a corto y largo plazo que pueden 

obtener de la inversión en la conservación forestal (deducibilidad de impuestos, 

certificaciones ecológicas y/o de conservación, etc.). 

De la Mora (2011) señala que, la participación de los distintos agentes sociales, 

políticos y económicos constituye la base de los acuerdos del PSA, al tiempo que es la clave 

para que se logren fomentar intercambios más equitativos, incluyentes y representativos de 

los intereses de cada uno de los actores directamente involucrados. Por su parte, Nava-López 

(2015) agrega que, la inclusión de los diversos actores en la toma de decisiones es una parte 

imprescindible a la hora de diseñar los esquemas de PSA; además, plantea que, si de verdad 

se espera que haya una transición entre estos programas, el esquema de financiamiento y su 

diversificación son dos factores esenciales para su logro. Por eso es importante difundir el 

programa en toda la sociedad, y, además, no sólo trabajar o concentrase en el lado de la oferta 

del esquema, sino en el lado de la demanda.  

A pesar de este escenario no tan alentador, sobre todo para las comunidades, los 

actores usuarios de SE entrevistados se muestran muy optimistas y aseguran que una buena 

opción sería direccionar el PSAH hacia los mecanismos locales de FC. Por su parte, los 

usuarios entrevistados por Rodríguez y Ávila (2013), también expresan que, lo ideal es que 

el PSAH se convierta en fondos concurrentes, que se apoye el desarrollo de procesos y luego 

de cinco años se dejen funcionando solos. Esto por el hecho de que los FC pueden apoyar 

procesos a largo plazo, que permitan la valoración y apropiación del bosque, acompañados 

de beneficios sociales relacionados con desarrollo y una gestión integral del territorio, lo que, 

en palabras de los usuarios entrevistados en la presente investigación, se traduce en términos 

de inversión en opciones productivas, generación de proyectos y la promoción de iniciativas 

para el desarrollo y la autosuficiencia en la comunidad. 
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Al respecto, sería importante cuestionarse ¿qué posibilidades de éxito tendría la visión 

de los FC como un programa autosuficiente? Cuando hasta este momento, ni siquiera se han 

creado las condiciones necesarias que provean a cada uno de los actores involucrados en los 

programas de PSA las herramientas necesarias para asegurar su continuidad en estos 

esquemas de conservación. Además, el tema de la autosuficiencia se ha puesto en duda, pues 

existen visiones que la contradicen, algunos autores (Ávila-Foucat, 2012; Perevochtchikova 

y Vázquez, 2012; Rodríguez y Ávila, 2013; Perezpeña, 2015; Pérez-Campuzano et al., 2016) 

argumentan que estos programas de PSA en México, de acuerdo con la fuente de 

financiamiento, son considerados como subsidios, y que no promueven la autonomía ni 

ayudan a generar negocios locales, ya que los fondos dependen del presupuesto del gobierno, 

considerándose entonces como programas dirigidos a un tipo de beneficiario que busca 

ingresos inmediatos en el corto plazo y que no está preocupado por generar sus propias 

fuentes de ingresos en un futuro.  

En este contexto, por el momento es muy pronto señalar si direccionarse hacia los FC 

representará un proceso rápido en términos de conservación de los ecosistemas forestales, o 

por el contrario, puede significar avances de manera paulatina, esto como consecuencia del 

interés por abordar una nueva oportunidad de gestión de recursos que incorpora nuevos 

actores en la acción de la conservación (Rodríguez y Ávila, 2013). Lo que sí es claro, como 

bien mencionaron los usuarios de SE entrevistados en este estudio, es que, a nivel nacional, 

el PSAH realmente ha ido a la baja tanto en hectáreas conservadas como en inversión, y en 

Oaxaca ha habido un incremento en los FC, y con buenos resultados, a tal grado que estos 

actores contemplan la posibilidad de que se llegue a un equilibrio entre ambos programas de 

PSA, o incluso que los FC superen al PSAH en superficie y montos en dicho estado. 

A pesar del hipotético avance que los FC pudiesen desarrollar en el estado de Oaxaca, 

hay que hacer hincapié en que el éxito de un solo caso o los casos en un estado no asegura el 

éxito de los demás en el resto del país, por lo que, al ser una política ambiental a escala 

nacional, ésta debe ser analizada y evaluada de manera integral tomando en cuenta varios 

casos de toda la República Mexicana, para así garantizar la obtención de resultados con 

mayor objetividad. 

Es importante dar seguimiento al análisis y evaluación de este tipo de política 

ambiental, pues se ha demostrado que ha generado beneficios ambientales de conservación 
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forestal y aseguramiento de la provisión de los SE, y ha influenciado en el reconocimiento 

de la importancia de los recursos naturales por parte de las comunidades. En la presente 

investigación, al igual que en otras (Durán et al., 2011; Velasco et al., 2014; Bray y Merino, 

2004; Zamora et al., 2016), se acentúa el hecho de que los proveedores de SE, poseen una 

amplia valoración por sus recursos, debido a que su incorporación a los programas de PSA, 

les ha permitido conocer la importancia de su territorio y sus recursos desde la perspectiva 

de los SE (Zamora et al., 2016). De esta manera, el grado de conservación de las áreas 

forestales bajo resguardo de la comunidad, aunado al carácter voluntario de las áreas 

protegidas, evidencia que el interés de la comunidad por la protección de los recursos 

forestales se sustenta más en una valoración de tipo cultural y social, que en una de orden 

económico-monetario. 

También se resalta que, particularmente para la comunidad de San Antonio del Barrio, 

tanto el PSAH como los FC, han sido dos programas sustanciales no solo en términos 

ambientales o de conservación, sino que también en términos económicos (menos 

marginación, mejor vivienda y calidad de vida). Este caso es muy similar al de Zamora et al. 

(2016), quienes realizaron un estudio de percepción social sobre el impacto socioeconómico 

de los FC en los bienes comunales de San Pedro y San Felipe Chichila en el estado de 

Guerrero, demostrando que, los recursos provenientes de los FC han representado grandes 

beneficios para las comunidades de manera colectiva, a pesar de que también perciben que 

éstos, no satisfacen totalmente sus necesidades socioeconómicas a nivel individual. Nava-

López (2015) argumenta que el recurso económico siempre va a ser una limitante en este tipo 

de mecanismos, y que, en los casos en los que existe unión comunitaria e intervienen actores 

intermediaros tienen mayor probabilidad de éxito en términos económicos.  

Por esta importancia que tienen los programas de PSA para las comunidades en 

términos sociales, ambientales y económicos, es necesario tomar decisiones de forma 

integral, que incluyan principalmente a los actores primarios. En este caso, los usuarios de 

SE desde el punto de vista de la política pública creen que los FC son el futuro de los 

mecanismos de PSA, sin embargo, lo dicen sin considerar la opinión de las comunidades y 

su gran trabajo y esfuerzo, ya que son éstas las que reciben toda la carga de las actividades 

de conservación forestal, las cuales incluso se realizan gratuitamente en forma de tequio. 

Además, está también la gran labor de la contraparte, que en este caso, como en muchos 

otros, son organizaciones no gubernamentales que no tienen recursos propios, tal es el caso 
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de GeoConservación A.C., quien a pesar de esta situación ha sumado esfuerzos para 

continuar apoyando tanto a San Antonio del Barrio como al resto de las comunidades del 

CORENCHI.  

En resumen, hasta este momento, no existe una estrategia de transición clara, sino que 

más bien, existe incertidumbre acerca de cuál será realmente el posicionamiento de estos 

mecanismos, pues a pesar de que se perciben a los FC como el futuro de la conservación 

forestal en México, particularmente en el caso de San Antonio del Barrio, la situación es 

totalmente diferente, pues en el 2016 fue el último año en el que tuvieron apoyo del PSA a 

través de esta modalidad, en el 2017 no aplicaron, en el 2018 volvieron a intentar con el 

PSAH sin ser beneficiados y para el 2019, no están seguros si intentar de nuevo o buscar 

otras alternativas. Entonces, pareciera ser que más allá de apoyar a las comunidades para que 

continúen contribuyendo con la conservación forestal, se les está restando la posibilidad de 

hacerlo, lo cual representa un retroceso en lugar de avances en la conservación forestal 

comunitaria.  

Por ello, es indispensable determinar si el surgimiento de nuevas modalidades de 

PSA, se da para beneficiar o contribuir con el bienestar comunitario, o sólo es una respuesta 

a los ajustes presupuestales y/o de la política pública ambiental, los cuales además se ven 

afectados por los cambios de gobierno, tal es el caso de México en estos momentos, en donde 

el país está enfrentando una transición gubernamental, en la que convergen opiniones acerca 

de la conservación y el manejo y aprovechamiento forestales.  

 

 

 

 

 

 



 

46 

8. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES  

 

A partir de los resultados de esta investigación, la hipótesis inicialmente planteada no pudo 

ser confirmada, debido a que particularmente para el caso de la comunidad de San Antonio 

del Barrio, el cambio de un esquema a otro, en lugar de beneficiar a la comunidad originó 

rechazo a la modalidad de FC. El cambio no fue producto de una decisión voluntaria, sino 

que, se debió a un proceso de tipo económico y/o de política pública inducido por la 

CONAFOR, el cual obligó a la comunidad de San Antonio del Barrio a transitar de PSAH a 

los FC.  

No obstante, no se descarta la posibilidad de que, a nivel nacional, el PSA como 

política pública, en su modalidad de FC, sea un programa con verdaderas intenciones de 

transitar hacia un esquema de coinversión de recursos económicos que incremente la 

posibilidad de favorecer a un mayor número de actores y que mejore el bienestar y la calidad 

de vida de las comunidades que contribuyen con diversas actividades de conservación 

forestal. 

A pesar de las buenas intenciones y de los objetivos que se pretenden lograr mediante 

la implementación de la modalidad de FC, sigue siendo un esquema muy vulnerable y sin 

ejes estratégicos bien definidos, que da la impresión de haber sido creado de manera 

improvisada como respuesta a la alta demanda del PSAH y a una posible disminución de los 

recursos destinados al sector forestal; sin haberse pensado las estrategias para su operación y 

permanencia ni hacer una planeación de los elementos que conviertan a FC en un programa 

autosuficiente a largo plazo, para así garantizar una respuesta de éxito en casi todos los casos 

del país. De igual forma, se dejaron de lado diversos factores socioeconómicos, culturales, 

entre otros.  

No obstante, existen posibilidades de lograr que FC se convierta en un programa de 

PSA exitoso y autosuficiente, pues se ha demostrado que existen algunos casos que se han 

consolidado como un destacado ejemplo de la concurrencia de fondos con fines de 

conservación forestal, por ejemplo, los SE de la subcuenca del río Pixquiac en Xalapa, y la 

subcuenca del río Gavilanes en Coatepec, ambos en el estado de Veracruz, el caso del 

municipio de Taxco de Alarcón en el estado de Guerrero y también el caso de la Sierra de 

Zapalinamé, ubicada al sureste del estado de Coahuila, éste último, considerado en México 
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como uno de los primeros mecanismos locales de PSA consolidado. En este sentido, ahora 

es importante retomar los elementos que propiciaron el éxito en estos casos, y replicarlos en 

los demás. 

Finalmente, es importante mencionar que, debido a que cada una de las modalidades 

de PSA posee condiciones particulares que se implementan en comunidades y contextos con 

características diferentes, resultaría muy ambiguo determinar a escala nacional cuál de los 

dos programas es el mejor, por lo que es necesario hacer más estudios de investigación que 

analicen los impactos de los resultados en las diversas comunidades que hayan sido 

beneficiadas con ambos programas de PSA, ya sea simultáneamente o bien, en periodos 

diferentes, con la finalidad de mostrar su dinámica y desarrollo bajo distintos escenarios, con 

el objetivo de ayudar a orientar la creación y el mejoramiento de las políticas públicas en 

torno a la conservación de los recursos forestales. 

Como recomendaciones, se considera necesaria la elaboración de evaluaciones de 

efectos, desde un enfoque integral, de los esquemas de Pago por Servicios Ambientales en 

México, así como estudios de comparación de los efectos generados por los programas 

federales de PSAH y de los Fondos Concurrentes; con la finalidad de determinar si su 

implementación está cumpliendo con los objetivos planteados desde la política ambiental y 

con la efectividad de inversiones del presupuesto público. 

Para su estudio desde un enfoque integral, se sugiere la creación de grupos de trabajo 

interdisciplinarios e intersectoriales, que permita conocer la opinión de los diversos actores 

involucrados en la implementación de estos mecanismos; y en un futuro mejorar las políticas 

públicas ambientales del país, dado que este tipo de estudios aporta a la discusión sobre la 

transición y diferencia de los efectos generados por los mecanismos de compensación 

económica por conservación forestal, que se basan en los fondos federales y mixtos. Al 

respecto, es importante considerar la opinión de los proveedores de los SE, desde el diseño 

de políticas, ya que son ellos los principales actores que dan pie a la gran labor de la 

conservación forestal en México.  

Así mismo, sobre los FC es necesario replantear el diseño de los ejes estratégicos a 

fin de que se fortalezca esta modalidad, sobre todo la parte de inclusión de los diversos 

usuarios de los SE y su autosuficiencia a largo plazo, ya que hasta ahora estos programas 
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siguen siendo vistos como subsidios que no promueven la autonomía, y no han logrado un 

equilibrio entre los usuarios que desempeñan el papel de contraparte, concentrándose la 

mayoría entre las ONG’s. 
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ANEXOS 

 

Anexo 1. Formato de entrevistas  
 

Proveedores (comunidad y 

CORENCHI) 

Usuarios 

(CONAFOR) 

Intermediarios (GeoConservación A.C., 

Academia, CEPCO y un consultor externo) 

1. ¿Con qué documentos reglamentarios se rige la 
comunidad de San Antonio del Barrio, y cómo 
funcionan? 

2. ¿Qué actividades productivas se llevan a cabo 
en la comunidad? 

3. ¿Qué programas gubernamentales o subsidios 
solicita la comunidad para obtener ingresos en 
sus hogares? 

4. ¿Conoce los programas de PSAH y FC? 
5. ¿Qué compromisos se establecen entre la 

comunidad y la CONAFOR para obtener los 
programas de PSA? 

6. ¿Cómo se distribuye el dinero de los programas 
de PSA? 

7. ¿Cree que los apoyos económicos de los 
programas de PSA han beneficiado a la 
comunidad económicamente, socialmente y 
ambientalmente? 

8. ¿Qué cree que pasaría si la comunidad dejara 
de recibir el apoyo de los programas de PSA?  

9. ¿Cómo está estructurado su sistema de 
gobernanza?  

10. ¿Qué opinión tiene de las actividades de los 
programas del PSAH y FC?  

11. ¿Existen en la comunidad otras actividades o 
programas de conservación forestal aparte del 
PSA? 

12. ¿Cómo considera que ha sido el trabajo de 
GeoConservación A. C. con la comunidad?  

1. ¿Por qué y con qué finalidad se creó el programa de 
Fondos Concurrentes?  

2. ¿Cuáles son las estrategias mediante las que se pretende 
que FC, sea un esquema exitoso y se mantenga en un 
futuro como un programa para la conservación forestal? 

3. ¿Cuáles son las diferencias entre el PSAH y FC, con 
relación a las actividades desarrolladas, creación de 
proyectos y distribución del recurso obtenido por éstos? 

4. ¿S e ha contemplado la posibilidad de que en un futuro el 
PSA sea únicamente a través de FC? 

5. ¿Cómo se lleva a cabo la distribución de los recursos 
generados por la concurrencia de fondos en la localidad 
de San Antonio? 

6. ¿Cuál es el futuro del PSAH y FC como programas de 
conservación forestal? 

7. ¿Cuáles son los beneficios que pudiera obtener la 
contraparte a través de su participación en los FC 

8. Considera que la necesidad de tener una contraparte en 
los FC sea un obstáculo para su éxito y/o progreso? 

9. Debido al bajo interés del sector industrial en los FC, 
¿qué se puede hacer para que este sector participe en la 
conservación forestal a través de este esquema? 

10. ¿Considera que la comunidad de San Antonio del Barrio 
continuaría con la conservación forestal, si ésta ya no 
fuera apoyada por dichos programas, o bien si éstos 
desaparecieran? 

11. ¿Considera que los programas de PSA han tenido efectos 
positivos dentro de la comunidad en términos 
económicos sociales y ambientales? 

GeoConservación 
1. ¿Qué incentivó a GeoConservación A.C. a 

participar en la conservación forestal, a través de 
Fondos Concurrentes? 

2. ¿Cuáles son los beneficios directos o indirectos que 
la contraparte obtiene a través de esta concurrencia? 

3. ¿Cómo se lleva a cabo la distribución de los 
recursos generados por la concurrencia de fondos? 

4. ¿Qué incentivo a GeoConservación A.C. a 
participar en la conservación forestal mediante 
PSAH y FC? 

5. ¿De dónde provienen los recursos monetarios que 
GeoConservación A.C. destina al Fondo 
Concurrente? 

6. ¿Cuáles son los posibles beneficios o problemáticas 
generados a partir de la transición del PSH a FC? 

7. ¿Qué cambios en términos sociales, económicos y 
ambientales se generaron en la transición?  

8. ¿Qué fue lo que originó el cambio de una modalidad 
a otra? 

9. ¿Qué modalidad exige más actividades? 
10. ¿Cuáles son los esfuerzos de GeoConservación 

A.C. por incluir oros organismos como contraparte? 
11. ¿Cuál cree que sea el futuro de los programas de 

PSA en México? 
12. ¿Cuál cree que sea el origen de los Fondos 

Concurrentes? 
13. ¿Está dispuesto a seguir participando en la 

concurrencia de fondos? 
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13. ¿Cómo maneja la comunidad el 
aprovechamiento de los recursos que provee el 
bosque?  

 

Academia, CEPCO y consultor externo 
1. ¿Conoce la historia de la comunidad de San 

Antonio del Barrio?  
2. ¿Cuál fue el primer contacto que tuvo con la 

comunidad? 
3. ¿Cuál ha sido su experiencia y cuál es su percepción 

sobre los programas de PSAH y FC en la 
comunidad?  

4. ¿Cuál ha sido el papel que ha desarrollado la 
comunidad en la conservación forestal a lo largo de 
la historia?  

5. ¿Cómo se lleva a cabo la organización comunitaria 
en San Antonio del Barrio?  

6. ¿Conoce el funcionamiento de los programas de 
PSAH y FC?  

7. ¿Ha identificado conflictos en la comunidad 
derivados de la conservación forestal o de los 
programas de PSA? 

8. ¿En su opinión el recurso de PSA ha generado 
beneficios para la comunidad, en términos 
económicos, sociales, ambientales? 

9. ¿Cuál cree que sea el futuro de los programas de 
PSA en México?  
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